INFORME DE LA INTERVENCIÓN GENERAL DE LA COMUNIDAD DE MADRID, COMPLEMENTARIO AL INFORME DE 31 DE MAYO DE 2004, RELATIVO A LOS PLANES ESTRATÉGICOS DE SUBVENCIONES REGULADOS EN LA LEY DE SUBVENCIONES DE LA COMUNIDAD DE MADRID
Con fecha 31 de mayo de 2004, este Centro directivo emitió un "Informe relativo a los planes estratégicos de subvenciones regulados en la Ley de Subvenciones de la Comunidad de Madrid" con la finalidad de hacer diversas aclaraciones que sirvieran de orientación a los sujetos participantes en la tramitación de los expedientes de subvenciones ante los interrogantes que podría suscitar la aplicación del nuevo artículo 4 bis) de la Ley 2/1995, de 8 de marzo, de Subvenciones de la Comunidad de Madrid (LSCM), introducido por Ley 2/2004, de 31 de mayo, de Medida Fiscales y Administrativas.

Iniciada la ejecución del presupuesto, se han planteado nuevas dudas surgidas como consecuencia de la tramitación de los expedientes de subvenciones que hacen conveniente un

informe complementario del anterior, con el propósito de matizar algunas cuestiones e incidir

en los fundamentos que han justificado la creación de la figura del plan estratégico regulado

con carácter básico en el artículo 8.1 de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones (LGS), así como en el artículo 4 bis) de la LSCM.

l. Fundamento de los planes estratégicos
Tal y como puso de manifiesto el Consejo de Estado en su Dictamen 1756/2003, de 26 de junio, al anteproyecto de la LGS, el plan estratégico se concibe como "un eslabón a través del cual se produce la unión entre la fase de asignación de recursos públicos y la fase de ejecución de políticas de fomento ".

A esta finalidad de enlazar la fase de asignación de recursos con la de ejecución de dichas políticas de fomento responden precisamente los principios generales informadores de la gestión de las subvenciones públicas de "eficacia en el cumplimiento de los objetivos y eficiencia en la asignación y utilización de recursos" expresados en el artículo 8.3 b) Y c) de la LGS, o el imperativo de subordinar los planes estratégicos "al cumplimiento de los objetivos de estabilidad presupuestaria ".
Desde esta perspectiva, la LGS se enmarca en un bloque normativo integrado fundamentalmente por la Ley 18/2001, de 12 de diciembre, General de Estabilidad Presupuestaria (LEP), Ley Orgánica 5/2001, de 13 de diciembre, complementaria a la Ley de Estabilidad Presupuestaria y Ley 47/2003, de 26 de noviembre, General Presupuestaria (LGP), con las que el Estado español trata de dar cumplimiento, mediante una política presupuestaria estable, a los objetivos establecidos en el Pacto de Estabilidad y Crecimiento (Consejo Europeo de Amsterdam de junio de 1997) encaminados a conseguir un crecimiento sostenible y no inflacionista y un alto nivel de empleo en los Estados miembros de la Unión Europea. 

En efecto, los principios expresados en el artículo 8.1 LGS son una traslación al régimen de las ayudas públicas de los principios de rectores de la política presupuestaria del sector público establecidos, con carácter de legislación básica, en la LEP: plurianualidad, transparencia y eficiencia en la asignación y utilización de recursos públicos.

Así, en relación con el principio de plurianualidad se establece que "La elaboración de los presupuestos en el sector público se enmarcará en un escenario plurianual compatible con el principio de anualidad por el que se rige la aprobación y ejecución presupuestaria" (artículo 4) y, en cuanto al principio de transparencia y eficiencia que "Las políticas de gastos públicos deben establecerse teniendo en cuenta la situación económica y el cumplimiento del objetivo de estabilidad presupuestaria, y se ejecutarán mediante una gestión de los recursos públicos orientada por la eficacia, la eficiencia y la calidad" (artículo 6.1).

Finalmente se precisa que toda actuación ‑ya se trate de normas, actos administrativos, contratos o convenios de colaboración‑ de los sujetos comprendidos en el ámbito de aplicación subjetivo de la Ley con repercusión en el gasto público deberá supeditarse al cumplimiento de las exigencias de estabilidad presupuestaria.

Asimismo, estos principios han sido trasladados a la LGP, cuyo artículo 26.1 enuncia, entre los principios de programación presupuestaria la "estabilidad presupuestaria, plurianualidad,  transparencia y eficiencia en la asignación y utilización de los recursos públicos".

En relación con el principio de la plurianualidad, la LGP ha puesto de manifiesto que junto a la tradicional planificación anual vinculada al ciclo presupuestario, cobra creciente importancia una planificación plurianual a medio y largo plazo que se desarrolla en el artículo 29 de la LGP, de manera que, de mayor a menor nivel de desagregación, los recursos disponibles en el ámbito de la Administración del Estado se distribuyen y ordenan en escenarios presupuestarios plurianuales, en programas plurianuales ministeriales y en programas plurianuales de los distintos centros gestores de cada departamento ministerial; estableciéndose en el apartado 60 un contenido mínimo para cada programa plurianual que por su interés trascribimos:

a) Los objetivos plurianuales expresados de forma objetiva, clara y mensurable a alcanzar en el periodo, estructurados por programas o gropos de programas presupuestarios.

b)
La actividad a realizar para la consecución de los objetivos. 

c)
Los medios económicos, materiales y personales necesarios con especificación de los créditos que, para el logro de los objetivos anuales que dichos programas establezcan, se propone poner a disposición de los centros gestores del gasto responsables de su ejecución.

b) Las inversiones reales y financieras a realizar.

e)
Los indicadores de ejecución asociados a cada uno de los objetivos que permitan la medición, seguimiento y evaluación del resultado en términos de eficacia, eficiencia, economía y calidad 

La asignación presupuestaria anual de recursos deberá adecuarse a los escenarios presupuestarios plurianuales y atenderá a la consecución de los objetivos establecidos en los programas ministeriales plurianuales y al nivel de cumplimiento de los objetivos en ejercicios anteriores (artículo 31 LGP).

II. Contenido de los planes estratégicos

Dentro del marco normativo descrito, el plan estratégico de subvenciones es un instrumento llamado a garantizar la vigencia de los principios de eficiencia y eficacia tanto en la fase de diseño de cada política de fomento, como en la fase posterior de evaluación de los resultados obtenidos con la ejecución de dicho plan.

En efecto, en la fase de diseño o formulación del plan, se impone un estudio pormenorizado del marco jurídico, una delimitación de grupo social o sector económico sobre el que va a incidir la política de fomento, una definición de los objetivos a alcanzar, de los resultados previsibles o del impacto de la acción de fomento que deberán formularse, preferentemente, en términos cuantitativos o mensurables, de los recursos disponibles para la financiación del plan, etc., en suma, un contenido mínimo o necesario al que ya se aludía en el considerando tercero del citado Informe de 31-5‑2004, que permita definir el plan como "un auténtico documento de programación ‑no una mera declaración de principios e intenciones‑ lo suficientemente concreto para ser revisado y evaluado por los órganos gestores y de control, permitiendo una evaluación de los objetivos a conseguir y los objetivos alcanzados".

Esta fase de diseño del plan enlaza con la regulación legal de la fase de evaluación; al respecto, se razona en el expositivo de la LGS que "Como elemento de cierre de este proceso, la Ley establece un sistema de seguimiento a través del control y evaluación de objetivos, que debe permitir que aquellas líneas de subvenciones que no alcancen el nivel de consecución de objetivos deseado o que resulte adecuado al nivel de recursos invertidos puedan ser modificadas o sustituidas por otras más eficaces y eficientes o, en su caso, eliminadas".
Así, a tenor de la disposición adicional 17( de la LGS: "El control y evaluación de los resultados derivados de la aplicación de los planes estratégicos a que se hace referencia en el articulo 8 [se refiere a los planes estratégicos] de esta Ley será realizado por la Intervención General de la Administración del Estado, y sin perjuicio de las competencias que atribuye la Ley 6/1997, de 14 de abril, de Organización y Funcionamiento de la Administración General del Estado a los departamentos ministeriales, organismos y demás entes públicos".
En términos análogos, la evaluación también está presente en la vigente LSCM, en cuyo artículo 13 se establece: "Por el Consejo de Gobierno se determinará los procedimientos \ mediante los cuales los distintos agentes del sector público de la Comunidad de Madrid , deberán efectuar las evaluaciones de los objetivos a conseguir y de los finalmente alcanzados mediante las subvenciones".

Por consiguiente, este marco normativo pone de manifiesto que el contenido legal mínimo o necesario de todo plan estratégico será el establecido en el artículo 4 bis) LSCM: "objetivos y efectos que se pretenden con su aplicación, el plazo necesario para su consecución, los costes previsibles y sus fuentes de financiación ".
Teniendo en cuenta las consideraciones expuestas, los planes estratégicos serán conformes a derecho en la medida en que incorporen los cinco contenidos mencionados con una concreción ‑obsérvese que la literalidad utiliza la expresión "deberán concretar"‑ que permita realizar la fase posterior de evaluación del plan. Sin una clara definición previa de los objetivos, costes y efectos no será posible llevar a cabo las funciones de control y evaluación de los resultados derivados de la aplicación de los planes encomendados a los órganos administrativos gestores y de control interno. No cabe realizar controles y evaluaciones sin una previa definición y cuantificación, en la fase de diseño del plan estratégico, de los objetivos y resultados a conseguir.

Desde esta perspectiva, las precisiones hechas al contenido de los planes estratégicos en el considerando cuarto del Informe de 31‑5‑2004, son meramente orientativas de los contenidos legales establecidos en el artículo 4 bis) LSCM.

No obstante, se reitera que la aprobación de Planes estratégicos precisa la definición de su contenido mínimo de forma concreta y en términos que permitan evaluar y valorar la consecución de los objetivos perseguidos con la acción de! fomento, verificar sus efectos en el plazo establecido...

III. Órgano competente para aprobar los planes estratégicos
En el Informe de 31‑5‑2004 se precisaba que teniendo en cuenta la literalidad del artículo 4 bis) LSCM, en el que se establece que "Los órganos competentes que propongan el establecimiento de subvenciones ... deberán concretar un plan estratégico de subvenciones", el órgano competente para aprobar los planes estratégicos era el Consejero respectivo. No

obstante, una interpretación sistemática y conjunta de los artículos 4 bis) de la LSCM y 55 de la Ley 1/2004, de 31 de mayo, de Presupuestos Generales de la Comunidad de Madrid para 2004, llevó a considerar que cuando dichos planes tuvieran una vigencia plurianual deberían tramitar se como planes o programas de actuación cuya aprobación correspondería al Consejo de Gobierno.

Este razonamiento conducía a diferenciar, "dentro del procedimiento de concesión de subvenciones, dos fases: una primera fase relativa a la aprobación por el Consejo de Gobierno, previo informe de la Dirección General de Presupuestos, del plan estratégico en su consideración de plan o programa de actuación" y "una segunda fase, en la que, aprobado el plan, se procedería a tramitar el expediente administrativo de aprobación de bases reguladoras y de autorización del gasto (fase A) ".
La interpretación dada al artículo 4 bis) LSCM en el citado Informe intentaba clarificar el órgano competente para aprobar los planes poniendo en relación este precepto con otros legales vigentes de la normativa autonómica y en relación con los principios de la normativa financiera dentro de la que cabe encuadrar las políticas de fomento.

En tanto se regula el marco autonómico financiero con una adecuación de la normativa reguladora de la Hacienda Pública, en el que interpretar sistemáticamente las diferentes políticas sectoriales de gasto público, parece procedente por principios de seguridad jurídica la interpretación de las normas jurídicas en el contexto del ordenamiento jurídico autonómico.

En este sentido, la interpretación literal de la norma conforme a lo dispuesto en el artículo 3.1) del Código Civil lleva a considerar como el órgano competente para adoptar el Plan Estratégico el competente para el establecimiento de subvenciones, que, según el artículo 6.4) de la Ley de Subvenciones es el Consejero correspondiente.

Únicamente precisarían tramitarse ante el Gobierno de la Comunidad de Madrid aquellos Planes estratégicos, que por su contenido y características reúnen los requisitos de los Planes y Programas de Actuación, regulados en el artículo 55 de la Ley 1/2004, de 31 de mayo de Presupuestos Generales de la Comunidad de Madrid para el año 2004, en cuyo caso, deberán contemplar tanto los contenidos exigidos por el artículo 4.bis de la Ley de Subvenciones como los establecidos en el artículo 55 de la Ley 1/2004 citada.

Es decir, la normativa del artículo 4. bis, entiende este Centro Directivo, residencia la competencia para la aprobación de los Planes estratégicos en los Consejeros competentes por razón de la materia; ahora bien, si la formulación de Plan estratégico implica gastos que pueden extenderse a ejercicios futuros y se definen "objetivos, medios, calendarios de ejecución, así como previsiones de financiación y gasto" en la forma establecida en el artículo 55 citado, en este supuesto la Ley de Presupuestos atribuye al Gobierno la aprobación, pero no por exigencia de la normativa subvencional, sino porque el contenido del acto que se propone adoptar la Administración contiene los requisitos que le califican en la Ley de Presupuestos como Plan o programa de actuación.

No es la normativa subvencional, sino la presupuestaria la que incide en que determinados Planes estratégicos por concurrir en su definición las notas establecidas en el artículo 55 de la Ley de Presupuestos precisen ser sometidos a la aprobación del Consejo de Gobierno.

En los demás supuestos, los Planes estratégicos de subvenciones deberán ser acordados por los Consejeros competentes con carácter previo al establecimiento de las subvenciones con el contenido mínimo concreto establecido en el artículo 4. bis. 

IV. Fiscalización de los planes estratégicos 
En el informe de 31‑5‑2004 se razonaba que "en el ejercicio de la función interventora, entre las comprobaciones a efectuar en la fase de autorización del gasto en materia de subvenciones, deberá verificarse que a las bases reguladoras acompaña el correspondiente plan estratégico de subvenciones aprobado por el órgano competente y con el contenido señalado, siendo su omisión motivo de reparo ". 

Al respecto debe precisarse que la aprobación del plan estratégico de subvenciones no se encuentra sujeta a intervención previa puesto que no constituye un acto administrativo de contenido económico.

No obstante, al amparo de lo dispuesto en el artículo 15 del Decreto 45/1997, de 20 de marzo, por el que se desarrolla el régimen de control interno y contable ejercido por la Intervención General de la Comunidad de Madrid, el Interventor actuante en la fase de fiscalización previa a la aprobación de las bases reguladoras {artículo 12.3.a) LSCM} formulará reparo a la propuesta de fiscalización en el supuesto de que a dichas bases no se acompañe el correspondiente plan, o informe de observaciones si entendiese que el plan no reúne los contenidos expresados en el artículo 4 bis) conforme a lo dispuesto en el Informe 31‑5‑2004.
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